
BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 312	 Viernes 28 de diciembre de 2012	 Sec. I.   Pág. 88156

I.  DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
15651 Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2013.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización 
de gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes 
en el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de 
que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o 
cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones 
de gasto o los criterios de política económica general, que sean complemento necesario 
para la más fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del 
Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado para 2013, elaborados en el marco de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de 
conseguir una mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia 
de las mejoras introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
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el Fondo de Apoyo a la República Helénica; a la disposición adicional trigésima octava de 
la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 
sistema de Seguridad Social; a la disposición adicional octogésima primera de la 
Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012; y a 
diversas disposiciones en materia de subvenciones al transporte marítimo y aéreo para 
residentes en Canarias, Baleares, Ceuta y Melilla.

La Ley se cierra con un conjunto de Disposiciones finales, en las que se recogen las 
modificaciones realizadas a varias normas legales. Entre ellas, merecen citarse el Texto 
Refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 670/1987, de 30 de abril; el Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio; la 
Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España; la Ley 13/1996, de 30 
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social; la Ley 13/1998, 
de 4 de mayo, de ordenación del mercado de tabacos y normativa tributaria; la 
Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea; la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas; la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 
Protección a las Familias Numerosas; la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria; el Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo; la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia; la Ley  42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2007; la Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la 
duración del permiso de paternidad en los casos de nacimiento, adopción o acogida; el 
Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público; la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio 
postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal; la Ley 2/2011, 
de 4 de marzo, de Economía Sostenible; la Ley Orgánica 6/2011, 30 de junio, por la que 
se modifica la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando; 
el Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores 
hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y 
autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial 
e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa; el Texto Refundido de la 
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre; el Texto Refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre; y el 
Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y de fomento de la competitividad.

Del contenido de estas Disposiciones finales pueden destacarse algunas de las 
establecidas en el ámbito tributario. Así, en materia de tributos locales, se amplía el plazo 
para la asunción por los Ayuntamientos de la competencia para determinar la base 
liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, con el fin de facilitar la asunción gradual 
de dicha competencia.

Como consecuencia del incremento del abuso de derecho que se viene detectando 
en el uso de las franquicias aduaneras y las exenciones fiscales relativas a las labores de 
tabaco previstas en el régimen de viajeros por las personas que entran en el resto del 
territorio español procedentes de Gibraltar, se considera necesario reducir las cantidades 
de cigarrillos establecidas en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 6/2011, 
de 30 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de 
represión del contrabando, que los residentes fronterizos y los trabajadores fronterizos 
con Gibraltar puedan introducir con beneficios aduaneros y fiscales en el resto del 
territorio español cuando procedan de Gibraltar, fijándose una cantidad que cubre más 
que satisfactoriamente el posible consumo diario que pudieran tener.

Se mantiene o reduce el importe de determinadas prestaciones patrimoniales de 
carácter público a percibir por AENA Aeropuertos, S.A.
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b)  Cuando, sin mediar tal sentencia, se hubiesen llevado a cabo las oportunas 
diligencias judiciales o incoado los procesos penales para el enjuiciamiento de los 
delitos. En estos casos, la condición de víctima o derechohabiente, la entidad de los 
daños sufridos, la naturaleza de los actos o hechos causantes y los demás requisitos 
legalmente exigidos podrán acreditarse ante el órgano competente de la Administración 
General del Estado por cualquier medio de prueba admisible en derecho.

2.  La concesión de las ayudas y prestaciones reconocidas en la presente ley 
se someterá a los principios que, para ser indemnizadas, se establecen en el 
Convenio Europeo sobre indemnización a las víctimas de delitos violentos.»

Dos.  Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 28, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 28.  Procedimiento para la indemnización por daños corporales o  
materiales.

1.  El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la indemnización 
por los daños a que se refiere este Título será tramitado y resuelto por el Ministerio 
del Interior.

Las solicitudes de los interesados deben cursarse en el plazo máximo de un año 
desde que se produjeron los daños. A efectos de plazos, se computa el daño corporal 
a fecha de alta o consolidación de secuelas, conforme acredite el Sistema Nacional 
de Salud. En los supuestos en que, como consecuencia directa de las lesiones, se 
produjese el fallecimiento, se abrirá un nuevo plazo de igual duración para solicitar el 
resarcimiento o, en su caso, la diferencia que procediese entre la cuantía satisfecha 
por tales lesiones y la que correspondiera por fallecimiento. De igual modo se 
procederá cuando, como consecuencia directa de las lesiones, se produjese una 
situación de mayor gravedad a la que corresponda una cantidad superior.

En los casos de daños psicológicos, el plazo de un año empezará a contar 
desde el momento en el que existiera un diagnóstico acreditativo de la causalidad 
de la secuela.

Si la víctima incapacitada hubiera fallecido por causa distinta a las secuelas 
derivadas del atentado, resultarán beneficiarios de la indemnización que hubiera 
correspondido al causante las personas a las que se refiere el artículo 17 de esta 
Ley, según el orden de preferencia establecido en el mismo.»

Vigésima octava.  Modificación del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

Con efectos de 1 de enero de 2013 y vigencia indefinida, se añade un apartado 
nuevo, el 3, a la disposición adicional vigésima octava del citado Texto Refundido, con la 
siguiente redacción:

«3.  A los efectos previstos en esta disposición adicional, el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad podrá, a través de la Secretaría General de 
Sanidad y Consumo, encomendar al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria la 
materialización y conclusión de los procedimientos de adquisición centralizada, con 
miras al Sistema Nacional de Salud, para todos o algunos de los medicamentos y 
productos sanitarios.» 

El resto de la disposición mantiene la redacción actual.
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